[image: image1.jpg]




Página 8
Exp. 44/2019-3
7 
[image: image2.jpg]


Página 7
Exp. 44/2019-3

TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 44/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

REGISTRADOR DEL DÉCIMO TERCERO DISTRITO JUDICIAL DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a quince de julio de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 44/2019-3, promovido por **********en contra de actos del Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha veinticuatro de enero de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********, quien promovió juicio contencioso administrativo en contra del Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral; por la nulidad del siguiente acto: “…Se reclama la injusta y rotunda negativa a expedir del Registro Público de la Propiedad del XIII Distrito Judicial, un certificado de libertad de gravamen, solicitado por Notario Público…”,  del cual tuvo conocimiento el diecisiete de diciembre de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho conviniera. Con proveído del primero de marzo de dos mil diecinueve, se tuvo a la demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la actora con el escrito de contestación y se le concedió el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera; en el mismo auto se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, ordenándose se diera vista a la autoridad demandada, para que dentro del término de tres días hábiles siguientes al en que surtiera efectos la notificación del presente acuerdo, manifestara lo que a su derecho convenga y en su caso, propongan la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección. Por auto de fecha  tres de mayo de dos mil diecinueve, se tuvo a la autoridad demandada por no realizando ninguna manifestación o interponiendo medio de defensa respecto a la vista que se le dio en el auto de fecha  primero de marzo de dos mil diecinueve; se señaló fecha y hora para el desahogo de la audiencia final, la cual tuvo verificativo el treinta de mayo de dos mil dieciocho, sin asistencia de las partes; se hizo relación de constancias, en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza, se procedió a desahogar la prueba de inspección ordenada, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes por desahogar; en período de alegatos, se hizo constar que no fueron formulados por ninguna de las partes, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado que obra en fojas 9 de este sumario.

La personalidad de la autoridad demandada quedo acreditada a través de la copia certificada de su nombramiento expedido a su favor que obra en fojas 36 y 37 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Documentales públicas referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del siguiente acto: La negativa de expedir un certificado de libertad de gravamen contenida en el documento denominado “Rechazo de Boleta **********, emitida por el Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, S:L:P., que obra en fojas 9 de este sumario; mediante el cual se señala como causa de rechazo  lo siguiente: 
“En vista de que la inscripción correspondiente al inmueble cuenta con carácter de preventividad, favor de realizar lo necesario para proceder con lo solicitado.”
Acto administrativo el cual determina la litis de la presente controversia, exhibido por la demandante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales públicas, mismas que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, las cuales obran en fojas 9 a la 27 de este expedientey que a continuación se detallan: 1.- Rechazo de Boleta **********,  de fecha  ********** emitida por el Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río; 2.- Copia certificada del escrito signado por el Notario Público ********** dirigido al Encargado del Instituto Registral y Catastral del XII Distrito Judicial con sede en Santa María del Río, S.L.P., en el cual solicita se sirva certificar si el inmueble descrito en ese ocurso se encuentra libre de toda responsabilidad gravamen, el cual señala es propiedad de la señora **********, y la parte vendida se encuentra inscrita bajo la subdivisión de propiedad a favor del Sr. ********** bajo el folio **********; 3.- Copia del Recibo de Entero Folio **********, expedido por la Dirección General de Ingresos Dirección de Recaudación y Política Fiscal del Estado de San Luis Potosí.; 4.- Copia Certificada del  Contrato de Donación Otorgado por el Sr. ********** a favor de la parte actora, celebrado ante el Notario Público **********5.- Copia certificada del Oficio signado por el Registrador del XII Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Rio; mediante el cual informa  que bajo la inscripción numero ********** de Escrituras Públicas, quedo registrado el presente Testimonio cubiertos bajo el certificado  de Entero ********** de fecha **********; 6.- Copia certificada de la Declaración para el Pago de Impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, de fecha **********,  derivado del Contrato de Donación antes citado; 7.- Copia certificada del oficio **********, signado por Director de Catastro del H. Ayuntamiento de Santa María del Rio, S.L.P., dirigido al Notario Público **********mediante el cual  da contestación a su declaración de impuesto de fecha **********, y señala que se procede a realizar los movimientos correspondientes en los patrones de propiedad RUSTICA, dando de baja una parte del predio de la cuenta **********perteneciente al C. **********; 8.- Escrito signado por **********, dirigido al Director de Catastro Municipal, de fecha **********, donde solicita una Sub División de un Predio propiedad de **********para adjudicarlo a favor de la actora; 9.- Copia certificada del croquis de parte de un predio ubicado **********  propiedad del **********10.- Copia Certificada de oficio**********emitido por Director de Catastro del Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., mediante el cual en contestación a su petición  autoriza la Subdivisión del inmueble solicitado; 11.- Copia certificada del escrito signado por el Notario Público ********** signado al Encargado del Instituto Registral y Catastral del XII Distrito Judicial con sede en Santa María del Río, S.L.P.,  ********** en el cual solicita se sirva certificar  si el inmueble descrito en ese ocurso se encuentra libre de toda responsabilidad y gravamen propiedad del **********12.- Copia certificada del croquis de parte de un predio ubicado **********  propiedad del **********13.- Copia certificada de la solicitud hecha ante el Notario **********., respecto de la Subdivisión del predio  que le fue donado a la parte actora.

Asimismo ofreció la Inspección ocular, la cual tuvo verificativo el treinta de mayo de dos mil diecinueve a las once horas, visible en fojas 49 y 50 de este sumario, llevada a cabo por el Auxiliar Jurisdiccional adscrito a la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, en el Instituto Registral y Catastral de San Luis Potosí, cuyos extremos consistían en: verificar los libros de esa dependencia o en su defecto verificar el sistema digital bajo la partida ********** del sistema digital;  en la cual se hizo constar  lo que en forma medular refiere: 
“En la ciudad de San Luis Potosí, (…),  procedo a ingresar al sistema Integral registral (SIR). Para dar fe de los siguientes extremos, si en el sistema digital al margen de la inscripción ********** se  menciona que dicha inscripción se encuentra como definitiva o preventiva advirtiendo que en el margen superior izquierdo aparece como preventiva; así como el documento que se inspecciona es público o privado advirtiéndose que es público el instrumento del que se registraran los Folios ********** advirtiéndose que se encuentran inscritos preventivamente. Referente al segundo extremo para que se de fe para que dentro de las anotadas  ********** inscrita baja la partida numero setenta del Tomo XLIII del Libro ********** de instrumentos privados de fecha ********** para efecto de cerciorarse  si al margen de la inscripción se encuentra como preventiva o definitiva; ingresando al referido sistema de la institución en particular al Tomo, se advierte que esta no cuenta con antecedentes registrales por tanto no se encuentran ni preventiva ni definitiva.”
La autoridad demandada, ofreció en su escrito de contestación de demanda como medio probatorio la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana.
Documentales públicas referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 75, 76 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y acreditan lo inserto en ellas.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. …”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación, que obra en fojas 33 a la 35 de este sumario, señala que dio cumplimiento a la garantía de legalidad, relativa a la fundamentación y motivación, pues el rechazo fue  porque se encuentra su registro en forma preventiva por carecer de antecedentes, siendo que proviene de una manifestación Catastral, empadronado en la Tesorería Municipal. A ese respecto, cabe señalar que dichos razonamientos deben ser analizados en el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la actora   en este juicio. 
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose que no existen causales que se deban estudiar de oficio, ni incidentes planteados; y por tanto, debe entrarse al estudio de fondo de la sanción impuesta.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 6 y 7 de este sumario, los cuales se encuentran concatenados con los argumentos que vierte en su escrito de demanda en el apartado de “Hechos que Constituyen Antecedente de la Demanda”, visibles en fojas 4 y 5 de este sumario, los que  se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830,que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

(Lo resaltado es nuestro)

SEXTO.- Por otra parte, este Tribunal procede al estudio del único concepto de impugnación  que hace valer  la promovente, que se examina en concatenación con los argumentos vertidos en el apartado de “Hechos que Constituyen Antecedente de la Demanda”, así mismo, con las manifestaciones expuestas por la autoridad demandada en su escrito de contestación y las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.
“Hechos que Constituyen Antecedente de la Demanda”, los cuales en la parte que interesa literalmente refieren:

Foja 2. “Venimos por nuestro propio derecho  y por medio del presente escrito a promover demanda administrativa en contra del (…),  por la ANULABILIDAD DE UN ACTO ADMINISTRATIVO DICTADO, por su persona  que de manera irregular, oficiosa y a criterio propio, sin MOTIVAR, ni fundar correctamente el acto, y que nos priva de derechos consagrados en los artículos 14 y 16 en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, (…).”
Foja 3. “… ya que dentro del mismo escrito de solicitud, se manifiesta que el número de INSCRIPCION DEL TITULO de propiedad  del cual se solicita  el certificado previo  de libertad de gravamen, se encuentra el bajo (sic) Folio número ********** y su antecedente inmediato anterior en los Libros de Escrituras Públicas Inscripción Número ********** del Tomo ********** de Escrituras Públicas de fecha ********** a obre (sic) de **********., actualmente FOLIO REAL número **********, antecedente REGISTRAL de mi propiedad el que fue subdivido (sic) y del cual se solicita la certificación con el Folio (…),  mismo número que se anotó en la solicitud de CERTIFICACION  de libertad de Gravamen del Predio ingresada con fecha ********** manifestada su voluntad de rechazo el día **********, y entregándomela por conducto de mi gestor el día **********, fecha en que tuve conocimiento del rechazo, (…).”
Concepto de impugnación, el cual en la parte que interesa literalmente refiere:

“EXPRESION DE LOS CONCEPTOS DE LA IMPUGNACION.= GARANTIAS INDIVIDUALES VIOLADAS- Se violan en perjuicio de la suscrita lo (sic) artículo 19 fracción VII de (sic) Constitución Local del Estado, artículos 14 y 16 de la Constitución  (…),  así como los artículos 6° fracción I, artículos 13 fracción I,15 fracción I, 20, 48 y demás relativo y aplicables de la Ley de Registro Público y CATASTRO para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, (…), y el artículo 95 fracción 11, 111 y IV segunda Tercera y Cuarta de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, artículos 5° Fracción II y III, y 7°, de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí.”
Argumentos concatenados con el concepto de impugnación, que resultan fundados y suficientes para determinar la ilegalidad del acto impugnado.

Toda vez que el acto reclamado, carece de la debida fundamentación y motivación al emitirse por la demandada, conforme  a lo establecido en los artículos 14 y 16 Constituciones por tratarse de actos de autoridad, en cuanto a la negativa de expedir el Certificado de libertad de Gravamen que  solicita la accionante.

Lo anterior es así, ya que se desprende de la Boleta de Rechazo ********** de fecha **********, emitido por el Registrador del XII Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, que no cumple con los requisitos de legalidad del acto administrativo de que se trata, siendo que  carece de la debida fundamentación y motivación que debe contener, desde el punto de vista material o de contenido, dado que la autoridad demandada en su carácter de emisora, no precisa la razón de orden lógico jurídico que conlleven a precisar del porqué señala que el inmueble cuenta con carácter de preventividad, y por qué debe realizarse lo necesario para proceder con lo solicitado,  así como no  cita  los preceptos legales aplicables, ni establece de forma clara las  razones en que se basó para concluir  dicha circunstancia y que generan la legalidad del acto, que se traducen en los requisitos de la debida fundamentación y motivación que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad,  solo cita un conjunto de artículos, sin vinculación alguna con la causa de rechazo, circunstancias que se desprenden en el acto reclamado, en el apartado de “Causa de Rechazo”, y “Fundamento”, que se transcribe: 

	“Causa de rechazo
	En vista de que la inscripción correspondiente al inmueble cuenta con carácter de preventividad, favor de realizar lo necesario para proceder con lo solicitado.”

	“Fundamento
	Artículos 1, 3, 5, 15, 47, 48, 54 y 56 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el  Estado y Municipios de San Luis Potosí.”


De la lectura del acto reclamado antes transcrito, se aprecia que la autoridad demandada es omisa en motivar y fundar la legalidad de su acto, al señalar de forma ambigua y general como motivación que el inmueble cuenta con carácter de preventividad, y favor de realizar lo necesario para proceder con lo solicitado; así como al hacer constar las disposiciones que aplicó para justificar la procedencia de la negativa de expedir la Certificado de Libertad de Gravamen solicitado por la hoy accionante a través del Notario Público número **********., en los términos en que la emitió; ya que no basta con invocar los preceptos normativos 1, 3, 5, 15, 47, 48, 54 y 56 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, para tenerlo por fundado el acto administrativo en cuestión, si estos dispositivos no son acordes a las causa de motivación a que hace referencia  en su negativa.

Lo anterior es así, ya que el artículo 1° de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro  invocado, establece  el objeto y naturaleza de la propia ley; el artículo 3°, refiere los ordenamientos supletorios de la misma; el 5°, dispone que el  servicio será público y que corresponde otorgarlo al Instituto Registral y Catastral; el 15, puntualiza los actos que deban inscribirse; el 47, establece los requisitos que deben contener las solicitudes presentadas; el 48, las circunstancias que deben expresarse en toda inscripción; el 54, refiere la necesidad de llevar a cabo un procedimiento judicial para inscribir inmuebles que consten en escrituras públicas; y el 56, señala los casos en que  el registrador podrá denegar la Inscripción; sin que el texto de alguno de tales artículos se adecúe a la respuesta mencionada.
A mayor abundamiento debe señalarse que atendiendo a los requisitos de legalidad de la debida fundamentación y motivación que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad, la autoridad demandada para la emisión de su acto, debió señalar: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para contestar su solicitud, los que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables y acordes a la respuesta otorgada; b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto; y c) las razones lógicas jurídicas que motivaron su determinación de que la inscripción correspondiente al inmueble cuenta con carácter de preventividad, y que debe de realizar lo necesario para proceder con lo solicitado; para lo cual dado este razonamiento, debió especificar qué era lo que necesitaba para ello; y d) Una relación  concisa de los elementos en que basa su decisión señalando con precisión las circunstancias del como acontecieron los hechos que motivaron su determinación en los términos en que emitió; elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución. 

Lo que al no haber acontecido, deja en estado de indefensión a la actora al verse afectada en sus garantías de legalidad y seguridad jurídica, consagradas en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, incumpliendo con los elementos y requisitos del acto administrativo, establecidos en los numerales 164 fracciones I y V, y 165 fracciones I, II y III del Código Procesal Administrativo, y debiendo citar los artículos específicos de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que sustenten el sentido de la resolución adoptada
Bajo esa premisa, el acto impugnado resulta ilegal y deja en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener, de conformidad con los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con los requisitos de la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron. 

Sirve de apoyo de lo anterior, la Tesis Jurisprudencial sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable con los siguientes datos: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Asimismo apoya a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Novena Época, No. Registro: 194798, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, IX, Enero de 1999, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/123, Página: 660, que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO EXISTE CUANDO EL ACTO NO SE ADECUA A LA NORMA EN QUE SE APOYA. Todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, de manera que si los motivos o causas que tomó en cuenta el juzgador para dictar un proveído, no se adecuan a la hipótesis de la norma en que pretende apoyarse, no se cumple con el requisito de fundamentación y motivación que exige el artículo 16 constitucional, por tanto, el acto reclamado es violatorio de garantías. ...”

Por lo que se concluye, que es procedente la nulidad del acto impugnado, por carecer de la debida fundamentación y motivación que reclama la accionante, siendo que esta no se encuentra debidamente fundada en el acto que se recurre; en tal virtud deja en estado de indefensión a la ahora recurrente al verse afectada de la legalidad que todo acto debe contener, consagrado en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna. 
En consecuencia, lo procedente será ordenar a la autoridad, una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la que resuelva conforme a derecho la solicitud de la actora atendiendo a los  lineamientos vertidos en esta sentencia, por tratarse de actos emitidos en respuesta a una petición  interpuesta por el particular, quien solicito el trámite de un certificado de Libertad de Gravamen, pues de lo contrario se dejaría sin resolver la misma, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En tal virtud, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en: La negativa de expedir un certificado de libertad de gravamen contenida en el documento denominado “Rechazo de Boleta **********, emitida por el Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, S.L.P.; por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de la misma; dejándola sin efectos legales, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad demandada, emita nueva respuesta a la solicitud planteada por la actora respecto de la expedición del Certificado de Libertad de Gravamen, que efectuó con fecha **********, debidamente fundada y motivada, atendiendo a los lineamientos vertidos en esta sentencia.
Sirve de apoyo la tesis de Jurisprudencia de la Novena Época, con número de Registro: 188431,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, que dice: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala le prevendrá, por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, la requerirá por su ejecución; con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
